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PRIMER EJERCICIO DEL CONCURSO OPOSICIÓN PARA UNA PLAZA DE TAE 

SUPERIOR ECONOMISTA, PERSONAL FUNCIONARIO DE CARRERA DEL 

AJUNTAMENT DE SANTANYÍ. 

(CONVOCATORIA PUBLICADA EN EL BOIB NÚM. 39 DE FECHA 19-03-22) 

 

Puntuación máxima: 25 puntos 

Tiempo máximo: 60 minutos 

 

1. El título IX de la Constitución Española de 1978 se denomina: 

a. Del Tribunal Constitucional. 

b. Del Poder Ejecutivo. 

c. Del Poder Judicial. 

d. De la organización territorial del Estado. 

 

2. La celebración de un Tratado Internacional que contenga estipulaciones contrarias 

a la Constitución:  

a. Conllevará la automática suspensión del correspondiente tratado. 

b. Exigirá la previa revisión constitucional. Art. 95 CE 

c. Exigirá la posterior revisión constitucional. 

d. Podrá exigir la revisión constitucional si así se establece en el propio tratado. 

 

3. ¿Qué tipo de competencias tiene la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en 

materia de organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de 

autogobierno, según su Estatuto de Autonomía? 

a. Legislativa y ejecutiva. 

b. Legislativa. 

c. Ejecutiva. 

d. Legislativa, reglamentaria y ejecutiva. Título III EAIB 
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4. ¿Qué nombre reciben los reglamentos que no completan ni desarrollan ninguna ley 

previa? 

a. Reglamentos normativos. 

b. Reglamentos independientes. 

c. Reglamentos internos. 

d. Reglamentos organizativos 

 

5. Según el art. 91 de la CE, las Leyes aprobadas por las Cortes Generales serán 

sancionadas por el Rey en un plazo de: 

a. 30 días. 

b. 20 días. 

c. 15 días. 

d. 10 días. 

 

6. La última reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears fue aprobada 

por: 

a. La Ley Orgánica 1/2007, de 28 de marzo. 

b. La Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero. 

c. La Ley Orgánica 7/2007, de 28 de marzo. 

d. La Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero. 

 

7. La delegación, según el artículo 9.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen 

jurídico del sector público: 

a. Será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya conferido. 

b. No será revocable hasta la finalización del procedimiento delegado. 

c. Será revocable una vez transcurridos seis meses de la misma. 

d. Será revocable una vez transcurrido un año de la misma. 
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8. La Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas tiene por objeto, entre otros, regular el procedimiento administrativo 

común a todas las Administraciones Públicas: 

a. Incluyendo el sancionador, con la excepción de la reclamación de 

responsabilidad de las Administraciones Públicas. 

b. Excepto el sancionador y el de reclamación de responsabilidad de las 

Administraciones Públicas. 

c. Incluyendo el sancionador y el de reclamación de responsabilidad de las 

Administraciones Públicas. 

d. Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

9. La delegación de firma, recogida en el art. 12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

régimen jurídico del sector público: 

a. Supone la transferencia de la competencia. 

b. Alterará la competencia del órgano delegante. 

c. Supone la cesión de la titularidad de la competencia. 

d. No alterará la competencia del órgano delegante. 

 

10. Según el art. 48.6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, las aportaciones financieras que se comprometan a realizar los firmantes 

de un convenio: 

a. Deberán ser, al menos, iguales a los gastos derivados de la ejecución del 

convenio. 

b. No podrán ser superiores a los gastos derivados de la ejecución del convenio. 

c. Deberán ser superiores a los gastos derivados de la ejecución del convenio para 

financiar posibles modificaciones. 

d. Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
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11. En relación a la Administración Local, la Constitución española establece que:         

a. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada 

por la agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las 

competencias del Estado. 

b. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las 

Cortes Generales mediante Real Decreto. 

c. El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán 

encomendados a Diputaciones u otras Corporaciones de carácter legal. 

d. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. Art.141 

 

12. De acuerdo con el artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 

Bases del Régimen Local, los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, 

como regla general: 

a. Por mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación. 

b. Por mayoría simple del número legal de miembros de la corporación. 

c. Por mayoría simple de los miembros presentes. 

d. Por mayoría absoluta de los miembros presentes. 

 

13. De acuerdo con el artículo 5 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de 

régimen local de las Illes Balears, los entes locales se rigen, además de por la 

legislación estatal básica y la misma Ley municipal y de régimen local de las Illes 

Balears: 

a. Por los reglamentos autonómicos sobre régimen local y por las otras 

disposiciones autonómicas conexas o complementarias. 

b. Por los reglamentos y las ordenanzas propias de cada entidad local. 

c. El artículo 5 de esta Ley no regula las fuentes del régimen local. 

d. Las respuestas a. y b. son correctas. 
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14. La Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes 

Balears, prevé que la junta de gobierno local:         

a. Está presidida por el alcalde o la alcaldesa y formada por un número de 

concejales y/o concejalas no superior a la mitad del número legal de los mismos. 

b. Está presidida por el alcalde o la alcaldesa y formada por un número de 

concejales y/o concejalas no superior al tercio del número legal de los mismos. 

Art. 23 

c. Está presidida por el alcalde o la alcaldesa y formada por un número de 

concejales y/o concejalas no superior a la mitad del número legal de los mismos, 

designados y cesados por el Pleno. 

d. Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

15. Indique la respuesta incorrecta, en relación a las funciones del alcalde previstas en 

la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local:             

 

a. La determinación de los recursos propios de carácter tributario. (art. 124 Ley 

7/85) 

b. Ordenar la publicación, ejecución y cumplimiento de los acuerdos de los órganos 

ejecutivos del Ayuntamiento. 

c. Establecer directrices generales de la acción de gobierno municipal y asegurar su 

continuidad. 

d. Nombrar y cesar a los Tenientes de Alcalde y a los Presidentes de los Distritos. 
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16. De acuerdo con el artículo 101 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y 

de régimen local de las Illes Balears, las disposiciones generales aprobadas por las 

entidades locales en el ejercicio de la potestad reglamentaria y en el ámbito de su 

competencia adoptan la denominación de:  

a. Reglamentos si tienen por objeto regular la organización y la prestación de los 

servicios públicos, y ordenanzas si tienen por objeto regular el funcionamiento 

de la entidad local. 

b. Ordenanzas si tienen por objeto regular la organización, el funcionamiento de la 

entidad local y la prestación de los servicios públicos, y Reglamentos si tienen 

por objeto regular cualquier otra materia. 

c. Reglamentos si tienen por objeto regular la organización y el funcionamiento de 

la entidad local, y ordenanzas si tienen por objeto regular la prestación de los 

servicios públicos y cualquier otra materia propia de la entidad local. 

d. Reglamentos si tienen por objeto regular la organización, el funcionamiento de 

la entidad local y la prestación de los servicios públicos, y ordenanzas si tienen 

por objeto regular cualquier otra materia. 

 

17. De conformidad con el artículo 180 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, 

municipal y de régimen local de las Illes Balears, las autorizaciones y licencias 

pueden ser de las siguientes clases: 

a. Autorizaciones o licencias para la utilización u ocupación de bienes del dominio 

público local. 

b. Licencias integradas de actividades. 

c. Licencias de ocupación. 

d. Todas las respuestas anteriores son correctas. 
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18. De acuerdo con el Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuál de éstos no es un 

derecho de carácter individual de los empleados públicos?  

 

a. Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el 

trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y 

laboral. 

b. A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios 

constitucionales de igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de 

sistemas objetivos y transparentes de evaluación.  

c. A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

d. Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la 

legislación aplicable en cada caso. Art. 14 y 15 

 

19. ¿En qué situación administrativa se encontrarán los funcionarios de carrera 

cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales o 

miembros de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas si perciben 

retribuciones periódicas por la realización de la función?:  

 

a. Servicio activo. 

b. Servicios especiales. (art.87.1e EBEP) 

c. Servicio en otras Administraciones Públicas. 

d. Excedencia voluntaria por interés particular. 

 

20. La provisión de puestos de trabajo en cada Administración Pública se llevará a 

cabo por los procedimientos de:  

 

a. Concurso y de libre designación con convocatoria pública. (Art. 78 EBEP y art. 

74.2 Ley Función Pública CAIB) 

b. Oposición. 

c. Oposición y de concurso-oposición. 

d. Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 



 
 

Página 8 de 21 
 

21. Según el artículo 29 de la ley 31/1995, de 8 de noviembre de prevención de riesgos 

laborales que regula las  obligaciones de los trabajadores en materia de prevención 

de riesgos. 

a. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el 

cumplimiento de las medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, 

por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a 

las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones 

en el trabajo, de conformidad con su formación y las instrucciones del 

empresario. 

b. Los trabajadores deberán usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y 

los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, herramientas, sustancias 

peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los 

que desarrollen su actividad. 

c. Los trabajadores deberán utilizar correctamente los medios y equipos de 

protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las instrucciones 

recibidas de éste. 

d. Todas son correctas. 

 

22. Según el artículo 38 de la ley 31/1995, de 8 de noviembre de prevención de riesgos 

laborales, 

a. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros 

de trabajo que cuenten con 50 o más trabajadores. 

b. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros 

de trabajo que cuenten con 50 trabajadores. 

c. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros 

de trabajo que cuenten con 100 o más trabajadores. 

d. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros 

de trabajo que cuenten con 25 o más trabajadores. 
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23. El presupuesto general de un ente local contendrá: 

a. Los estados de ingresos y gastos.  

b. Los estados de ingresos y gastos y las ordenanzas fiscales.  

c.  Los estados de ingresos y gastos y las bases de ejecución. 

d. Los estados de ingresos y gastos, las bases de ejecución y las ordenanzas 

fiscales. 

 

 

24. La partida presupuestaria la expresión cifrada de la cual constituye el crédito 

presupuestario vendrá definida:   

a. En cualquier caso,  por las clasificaciones funcional y económica, a nivel de 

subfunción y concepto respectivamente. 

b. En cualquier caso, por las clasificaciones orgánica, funcional y económica con el 

máximo nivel de desagregación. 

c. Al menos, por las clasificaciones funcional y económica, a nivel de subfunción y 

concepto respectivamente. 

d. Todas son correctas. 
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25. Según el artículo 162 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales los 

presupuestos generales de las entidades locales constituyen: 

a. la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 

máximo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los 

derechos que prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio, así como de 

las previsiones de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles cuyo capital 

social pertenezca íntegramente a la entidad local correspondiente. 

b. la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 

máximo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los 

derechos que prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio, así como de 

las previsiones de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles cuyo capital 

social pertenezca total o parcialmente  a la entidad local correspondiente. 

c. la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 

máximo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los 

derechos que como máximo se van a liquidar durante el correspondiente 

ejercicio, así como de las previsiones de ingresos y gastos de las sociedades 

mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente a la entidad local 

correspondiente. 

d. Todas las respuestas son correctas. 

 

26. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del Reglamento (UE) 

2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre, de Protección de Datos Personales y  garantía de los derechos 

digitales, las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para 

atender las solicitudes de ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, 

cancelación, oposición: 

a. serán gratuitas. 

b. tendrán un coste reducido 

c. serán de pago 

d. ninguna es correcta 
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27. Según el artículo 13 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 

Datos Personales y  garantía de los derechos digitales el derecho de acceso se 

entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un 

sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que 

garantice: 

 

a. de modo temporal, su acceso parcial 

b. de modo temporal, el acceso a su totalidad 

c. de modo permanente, su acceso parcial 

d. de modo permanente, el acceso a su totalidad 

 

 

28. Según el artículo 33 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 

Datos Personales y  garantía de los derechos digitales En el ámbito del sector 

público podrán atribuirse las competencias propias de un encargado del 

tratamiento a: 

a. un determinado órgano de la Administración General del Estado 

b. la Administración de las comunidades autónomas 

c. las Entidades que integran la Administración Local 

d. todas son correctas 

 

29. Según el artículo 18 de  la Ley 19/2013 de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno, ¿cuál de las siguientes es una causa de inadmisión de 

una solicitud de acceso a la información? 

a. Que la solicitud de información no esté debidamente motivada. 

b. Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación 

general. 

c. Cualquier solicitud que se dirija a un órgano incompetente por razón de la 

materia o del territorio. 

d. Las relativas a información para cuya divulgación no sea necesaria una acción 

previa de reelaboración. 
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30. Indique la respuesta correcta. La estimación por silencio administrativo, en los 

procedimientos iniciados a solicitud del interesado, según dispone el artículo 24 de 

la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

tiene a todos los efectos la consideración de: 

a. Acto administrativo finalizador del procedimiento. 

b. Acto presunto que finaliza provisionalmente el procedimiento pendiente de 

confirmación. 

c. Ficción jurídica a los solos efectos de permitir a los interesados la interposición 

del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.  

d. Acto administrativo de trámite cualificado. 

 

31. Indique la respuesta correcta. En los casos de desestimación por silencio 

administrativo en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la 

resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la 

Administración 

a. con vinculación al sentido del silencio, no pudiendo dictarse resolución que no 

confirme la desestimación por silencio. 

b. sin vinculación alguna al sentido del silencio. 

c. con vinculación al sentido del silencio en aquellos procedimientos cuya cuantía 

sea inferior a 3.000 euros.  

d. sin vinculación alguna al sentido del silencio, excepto sólo en los casos de 

reclamación de responsabilidad patrimonial.  

 
 

32.  Según la Ley 39/2015, ¿el órgano competente para la revisión de oficio podrá 

acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por 

los interesados cuando carezcan manifiestamente de fundamento? 

a. En ningún caso. 

b. Sí, pero sólo cuando el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de 

la Comunidad Autónoma así lo confirme. 

c. Sí, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano 

consultivo de la Comunidad Autónoma. 

d. Sí, pero deberá pedirse ratificación a la jurisdicción contencioso-administrativa. 
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33. En la tramitación de un recurso de reposición, la falta de resolución expresa en el 

plazo legalmente establecido supone: 

a. La estimación por silencio positivo del recurso planteado. 

b. La desestimación por silencio negativo del recurso planteado. 

c. La estimación siempre y cuando se hubiera interpuesto el recurso de reposición 

contra la desestimación por silencio de una solicitud.  

d. Ninguna es correcta. 

 

34. Indique el plazo para la interposición por el solicitante y otros posibles interesados, 

del recurso de reposición contra un acto no expreso 

a. En cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con 

su normativa específica, se produzca el acto presunto.  

b. Un mes desde el día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa 

específica, se produzca el acto presunto.  

c. Seis meses desde el día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa 

específica, se produzca el acto presunto.  

d. Tres meses desde el día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa 

específica, se produzca el acto presunto.  

 

 

35. Según la Ley 39/2015, ¿todos los actos de las Administraciones Públicas sujetos al 

Derecho Administrativo producirán efectos desde la fecha en que se dicten?  

a. Sí, siempre y en todo caso.  

b. No, en ningún caso. 

c. Sí, excepto en algunos casos. 

d. Siempre que así lo disponga el órgano que lo dicte.   
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36. Según la Ley 39/2015, en los procedimientos de naturaleza sancionadora ¿es 

necesario que el órgano instructor siempre formule la propuesta de resolución? 

a. Sí, el órgano instructor siempre y en todo caso deberá formular la 

correspondiente propuesta de resolución. 

b. No es necesario en ningún caso. El órgano instructor siempre puede omitir este 

trámite motivadamente. 

c. No es necesario que el órgano instructor formule propuesta de resolución cuando 

los hechos no resulten acreditados, entre otros supuestos.  

d. No es necesario que el órgano instructor formule propuesta de resolución sólo 

cuando no ha prescrito la infracción.  

 

37. Indique la respuesta correcta. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, en relación con la convalidación de los actos administrativos,  

a. Cuando el vicio consista en incompetencia determinante de nulidad, podrá 

convalidarse por el órgano superior jerárquico del que dictó el acto viciado. 

b. La Administración podrá convalidar los actos nulos de pleno derecho, 

subsanando los vicios que adolezcan. 

c. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el 

acto mediante el otorgamiento de la misma por el órgano competente. 

d. El acto de convalidación siempre producirá efecto desde su fecha. 
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38. Según lo dispuesto en la Ley 39/2015, señale la respuesta correcta en relación con la 

práctica de las notificaciones en papel: 

a. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse 

presente éste en el momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo 

de la misma cualquier persona mayor de doce años que se encuentre en el 

domicilio y haga constar su identidad. 

b. Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en 

el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento 

que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los dos días 

siguientes 

c. Si la notificación resulta infructuosa, se entenderá que la misma ha sido 

rechazada, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el 

medio, dando por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento. 

d. Todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser puestas a 

disposición del interesado en la sede electrónica de la Administración u 

Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las mismas de forma 

voluntaria. 

 

39. Según la Ley 39/2015, los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán 

siempre  

a. de oficio por acuerdo del órgano competente y establecerán la debida separación 

entre la fase instructora y la sancionadora, que se encomendará a órganos 

distintos. 

b. a instancia de parte o de oficio por acuerdo del órgano competente y 

establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que 

se encomendará a órganos distintos. 

c. de oficio o por denuncia y no será necesario establecer la debida separación 

entre la fase instructora y la sancionadora. 

d. por orden superior, por denuncia, a instancia de parte y de oficio por acuerdo del 

órgano competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y 

la sancionadora, que se encomendará a órganos distintos. 
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40. ¿Pueden las persones físicas escoger en todo momento si se comunican con las 

administraciones públicas para ejercer sus derechos y obligaciones mediante 

medios electrónicos?  

a. Sí, excepto en determinados casos. 

b. Sí, siempre. 

c. No, en ningún caso. 

d. Sí, siempre que se motive adecuadamente. 

 

41. En relación con el contrato de concesión de servicios regulado en la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, indique cuál de las siguientes 

opciones es falsa: 

 

a. En el caso de que la concesión recaiga sobre un servicio público, la 

Administración conservará los poderes de policía necesarios para asegurar la buena 

marcha de los servicios de que se trate. 

b. La Administración podrá gestionar indirectamente, mediante contrato de 

concesión de servicios, los servicios de su titularidad o competencia incluso cuando 

no sean susceptibles de explotación económica por particulares.  

c. En ningún caso podrán prestarse mediante contrato de concesión de servicios 

aquellos que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos. 

d. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios 

poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o varias personas, 

naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de su titularidad o 

competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a explotar 

los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de 

percibir un precio.  
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42. Respecto a la exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y 

personal al servicio de las Administraciones Públicas indique, de acuerdo con la 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, cuál de las 

siguientes opciones es verdadera: 

 

a. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial, los particulares exigirán 

directamente a las autoridades y personal que haya causado el daño las indemnizaciones 

por los daños y perjuicios causados.  

b. La exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al 

servicio de las Administraciones Públicas es posible en todo caso, incluso cuando no 

haya dolo, ni culpa ni negligencia graves, previa instrucción del correspondiente 

procedimiento.  

c. La administración, en primer lugar depurará responsabilidades con las 

autoridades y personal que hayan causado el daño y, a posteriori, indemnizará a los 

particulares lesionados.  

d. La Administración instruirá procedimiento a las autoridades y demás personal a 

su servicio por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera 

concurrido dolo, o culpa o negligencia graves.  

 

43. De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 

los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida se 

consideran: 

a. Un contrato de servicios. 

b. Un contrato de suministro. 

c. Un contrato privado. 

d. Un contrato especial. 

 

44. ¿Cómo se inicia el expediente expropiatorio según el art. 21 de la Ley de 16 de 

diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa? 

a. Con la declaración de utilidad pública. 

b. Con el acuerdo de necesidad de ocupación. 

c. Con la fijación del justo precio. 

d. Con la declaración de interés social. 
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45. En relación con los contratos menores que regula la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, indique cuál de las siguientes opciones 

es falsa: 

a. No se pueden prorrogar. 

b. La publicación de la información relativa a los contratos menores deberá 

realizarse al menos trimestralmente. 

c. En los contratos menores de suministros el valor estimado tiene que ser inferior 

a 15.000€, sin que en este importe se incluya el IVA. 

d. En los contratos menores de obras el valor estimado tiene que ser inferior a 

50.000€, sin que en este importe se incluya el IVA. 

 

46. El artículo 3 de la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones Públicas, 

dispone que el patrimonio de las administraciones públicas está constituido por: 

a. El conjunto de sus bienes y derechos, y los recursos financieros de su hacienda, 

cualquiera que sea su naturaleza y título de adquisición. 

b. El conjunto de sus bienes y derechos, el dinero, los valores y los créditos de su 

hacienda. 

c. El conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título 

de su adquisición o aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos. 

d. El conjunto de sus bienes y derechos, los recursos financieros de su hacienda y 

la tesorería de sus entidades públicas empresariales. 

 

47. ¿A cuál de los siguientes principios se debe ajustar la gestión y administración de 

los bienes y derechos demaniales por las Administraciones Públicas, de acuerdo 

con la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones Públicas? 

a. Publicidad, transparencia, concurrencia y objetividad en la adquisición, 

explotación y enajenación de estos bienes. 

b. Dedicación preferente al uso común frente a uso privativo. 

c. Eficacia y rentabilidad en la explotación de estos bienes y derechos. 

d. Eficiencia y economía en su gestión. 
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48. De acuerdo con la Ley de Bases del Régimen Local (art.86), ¿cuáles de los 

siguientes servicios esenciales se reservan en todo caso a las entidades locales? 

a. La depuración de aguas. 

b. El mantenimiento de los jardines. 

c. El alumbrado. 

d. Las respuestas a. y c. son correctas. 

 

49. En relación con la iniciativa económica pública que pueden ejercer las entidades 

locales (art. 86 LBRL) indique cuál de las siguientes opciones es verdadera: 

a. Las entidades locales no pueden ejercer la iniciativa económica pública. 

b. Corresponde al alcalde de la corporación la aprobación del expediente 

acreditativo de la conveniencia y la oportunidad de la medida. 

c. El expediente acreditativo de la conveniencia y la oportunidad de la medida 

tiene que contener necesariamente un análisis de mercado. 

d. Las entidades locales pueden ejercer la iniciativa económica pública siempre 

que el órgano consultivo de la comunidad autónoma a la que pertenecen haya 

emitido informe favorable. 

 

50. ¿Qué tipo de contrato administrativo tiene la siguiente definición, de acuerdo con 

la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: “Tienen por 

objeto la adquisición,, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin 

opción de compra, de productos o bienes muebles”? 

a. Contrato de obras. 

b. Contrato de servicios. 

c. Contrato de concesión de servicios. 

d. Contrato de suministros. 
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PREGUNTAS DE RESERVA: 
 
 

1. Las normas dictadas por el Gobierno por delegación de las Cortes Generales se 

denominan: 

a. Ley ordinaria. 

b. Ley Orgánica. 

c. Reglamento. 

d. Decreto Legislativo. 

 
2. De acuerdo con la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 

Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, será requisito necesario 

para autorizar la compatibilidad de actividades públicas el que la cantidad total 

percibida por ambos puestos o actividades no supere la remuneración prevista en 

los Presupuestos Generales del Estado para el cargo de:  

 

a. Director General (art. 7) 

b. Secretario de Estado 

c. Ministro 

d. Subsecretario 

 

3. Toda notificación deberá contener, según el artículo 40 de la Ley del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas,  

a. el texto íntegro de la resolución 

b. la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa, el 

órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos. 

c. indicación de si pone fin o no a la vía administrativa. 

d. Todas son correctas. 
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4. En relación con el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad 

patrimonial, regulado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indique cuál de las 

siguientes opciones es falsa: 

a. Cuando las administraciones públicas decidan iniciar de oficio un 

procedimiento de responsabilidad patrimonial es necesario que no haya 

prescrito el derecho a la reclamación del interesado. 

b. El acuerdo de iniciación del procedimiento se tiene que notificar a los 

particulares presuntamente lesionados, y se les tiene que conceder un plazo de 

diez días para que aporten todas las alegaciones, los documentos o la 

información que consideren conveniente a su derecho y propongan todas las 

pruebas que sean pertinentes para el reconocimiento de este derecho. 

c. El acuerdo de iniciación del procedimiento no se tiene que notificar a los 

particulares presuntamente lesionados. 

d. El procedimiento iniciado se tiene que instruir aunque los particulares 

presuntamente lesionados no se personen en el plazo establecido. 

 

 


